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DIVISION DE ASESORIA Y GESTION JURÍDICA

Al contestar refiérase 

al oficio N° 03918
CONTRALORIA GENERAL DE LA REPÚBLICA. A las diez horas del diecisiete de abril de dos mil siete. 

Recurso de revocatoria con apelación en subsidio interpuesto por el Fondo Nacional de Estabilización Cafetalera (FONECAFE) contra el oficio de la Contraloría General de la República No. 01874 (DAGJ-0193-2007) de 23 de febrero de 2007.

RESULTANDO

I.- Mediante oficio Nº J.D.027-2006 de 11 de octubre de 2006, FONECAFE solicita dictamen del artículo 15 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, en relación con el procedimiento administrativo incoado contra el Auditor Interno.

II.- Mediante oficio No. 01874 (DAGJ-0193-2007) de 23 de febrero de 2007, la Contraloría General de la República resuelve no emitir el dictamen favorable, por considerar que el procedimiento administrativo adolecía de vicios graves que provocan su nulidad absoluta.

III.- Mediante escrito de 6 de marzo de 2007, la Junta Directiva de FONECAFE presenta recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra el oficio No. 01874 y nulidad de su notificación. 

CONSIDERANDO 

I.- Sobre la notificación del oficio No. 01874 de 23 de febrero de 2007

Revisados los antecedentes del caso, lleva razón el recurrente al señalar que la notificación del oficio de referencia no indica los recursos que proceden en su contra, el órgano que los resolverá, ante quien se deben interponer y el plazo para interponerlos, todo lo cual constituye parte de la información que debe contener el acto de notificación, de conformidad con el artículo 245 de la Ley General de la Administración Pública. Dado lo anterior, al existir un vicio de nulidad relativa de la comunicación del oficio, se tiene por realizada la notificación el 5 de marzo del año en curso, fecha en la cual FONECAFE presenta el recurso de revocatoria con apelación en subsidio, dándose por enterado del oficio en cuestión y de los recursos que caben en su contra, todo de conformidad con el artículo 247 de la Ley General de la Administración Pública. Dado lo anterior, al estar presentados en tiempo y forma los recursos de marras, se procederá a su conocimiento por el fondo.

II.- Sobre el recurso de revocatoria: Alega el recurrente que el traslado de cargos del procedimiento seguido al Auditor Interno cumple con el debido proceso, ya que se detallaron todos y cada uno de los cargos, su referencia a las normas aplicables y las posibles sanciones, todo en forma concreta, individualizada y oportuna.  Señala FONECAFE que existe total concordancia entre lo acordado por la Junta Directiva para iniciar el procedimiento y la intimación de cargos que se le hizo al señor Bonatti. En ese sentido, indica que todos y cada uno de los cargos que le fueron imputados fueron producto y están contenidos en acuerdos tomados por la Junta Directiva, tanto en la sesión número 433 como en la número 440. Además, todos los cargos de ambas sesiones fueron a su vez reiterados de manera conjunta en la sesión número 452, del 3 de  mayo de 2006, la cual se cita de manera concreta y oportuna a lo largo del acto de intimación de cargos, desvirtuando así lo dicho en el Oficio que se recurre. Manifiesta el recurrente que pretender que se cite además si tal cargo fue imputado por la Junta Directiva en una sesión o en otra para cada caso concreto, evidentemente resulta ser un formalismo excesivo que, a tenor de la jurisprudencia citada, va mucho más allá del concepto del debido proceso y, por lo tanto, violenta el concepto de razonabilidad en la aplicación de las normas. Alega FONECAFE que ni siquiera el investigado recurrió el acto inicial por razones de fondo ni forma, con lo cual manifestó su conformidad con la forma en que le fueron trasladados los cargos respectivo, que le permitieron ejercer su defensa oportuna y amplia. La única oposición del señor Bonatti fue sustentada en que se violentaba el principio de non bis in idem. Señala además que el investigado tuvo a su disposición el expediente administrativo, por lo que no se le ha causado indefensión y tampoco existe falta de claridad ni precisión en la intimación. Alega el recurrente que con el nivel de detalle que parece pretenderse se habría ido más allá de la simple imputación de hechos probables y se hubiera caído en la afirmación precisa de la existencia de cada uno de ellos, lo que sí habría sido violatorio del debido proceso. Criterio para resolver: - En relación con la concordancia entre la decisión de inicio y la intimación de los cargos, se pudo constatar que a pesar de que en el Acuerdo tomado en la Sesión No. 452, Artículo III, Acuerdo No. 6 celebrada el 3 de mayo de 2006, la Junta Directiva de FONECAFE ordena al órgano director ajustar conforme a derecho el procedimiento administrativo disciplinario, para lo cual debería realizar nuevamente todos los actos procesales que sean necesarios a fin de garantizar el debido proceso, en los “Resultandos” y “Considerandos” del acto de apertura se indica que se va investigar la responsabilidad del señor Auditor Interno, en relación con las faltas laborales y técnicas que se detallan en el acuerdo tomado por la Junta Directiva del FONECAFE en la sesión No. 433 del 24 de agosto de 2005 y en el Oficio No. 3684 (DI-CR-178) del 5 de abril de 2005, emitido por la División de Desarrollo Institucional de la Contraloría General de la República, omitiendo mencionar, como parte de los hechos a investigar, el Acuerdo tomado por la Junta Directiva de FONECAFE en la sesión No. 440 celebrada el 2 de noviembre de 2005, donde se precisan, rectifican y amplían los cargos, originalmente establecidos en el Acuerdo tomado en la Sesión No. 433, antes citada. A juicio de esta División, dicha omisión trae como consecuencia que no se tenga certeza plena sobre los hechos que la Junta Directiva de FONECAFE pretendía que fueran investigados en el presente procedimiento administrativo, a fin de determinar la concordancia entre la decisión de inicio y la intimación, lo cual se ve agravado aún más por el hecho de que en el Acuerdo de la Sesión 452, no se detallan los hechos a investigar. En ese sentido, considera esta División que si bien los términos en que está redactado este último acuerdo podrían sugerir que se incluían tanto los hechos de la Sesión 433 como los de la Sesión 440, lo cierto es que en el acto de apertura y por consiguiente en la intimación, se dice claramente que se va investigar la responsabilidad del Auditor en relación con las faltas laborales y técnicas que se detallan en el acuerdo tomado por la Junta Directiva del FONECAFE en la sesión No. 433 del 24 de agosto de 2005 y en el Oficio No. 3684 (DI-CR-178) del 5 de abril de 2005, por lo que, como se dijo en el oficio impugnado, no existe certeza plena sobre los hechos que la Junta Directiva pretendía que fueran investigados, a fin de determinar la concordancia entre la decisión de inicio y la intimación. Aunado a lo anterior, esta División considera que el vicio apuntado no es una formalidad excesiva, sino el mínimo de certeza que debe existir al momento de hacer la intimación al servidor investigado, por lo que al ser un vicio grave del procedimiento, resulta intrascendente el hecho de que fuera alegado o no por el señor Bonatti, en tanto la garantía de inamovilidad que dispone el artículo 15 de su Ley Orgánica, exige de esta Contraloría General un examen exhaustivo de las cuestiones de forma y fondo que pueden afectar la decisión final, aún cuando no sean parte de los argumentos de defensa del servidor investigado. – En relación con la falta de claridad y precisión de algunos de los hechos a investigar, se pudo observar que la inconformidad del recurrente se expresa en términos generales sin entrar a analizar cada uno de los casos estudiados en el oficio impugnado, por lo que al no desvirtuarse los motivos que justifican la decisión impugnada, lo procedente es rechazar el recurso en ese extremo. Aunado a lo anterior se debe recordar que la intimación es uno de los elementos esenciales del debido proceso, cuya importancia y alcances ha sido definida por la jurisprudencia de los Tribunales de Justicia de la siguiente manera:

“El debido proceso en materia administrativa integra, entre otros, el derecho de intimación, es decir, que todo acusado debe ser instruido de los cargos que se le imputan. Con el traslado de cargos se pretende que la persona intimada comprenda el carácter de los actos que se le atribuyen desde el primer momento de la iniciación del procedimiento administrativo..” (Voto No. 812-2000 de la Sala Constitucional)
“… la Sala ha señalado que toda persona investigada debe ser puesta desde un inicio del procedimiento en conocimiento y que debe intimársele mediante una relación oportuna, expresa, precisa, clara y circunstanciada de los hechos y sus consecuencias legales, lo que no ocurrió en el presente caso, produciéndole indefensión a la amparada durante el resto del procedimiento.” (Voto No. 5100-99 de la Sala Constitucional. En similar sentido, 15337-2003) 
“(...) La intimación de los cargos debe ser expresa, precisa y particularizada. No corresponde al administrado dilucidar, del cúmulo de información y actuaciones comprendidas en un expediente administrativo, cuáles son los cargos que se le endilgan. Lo anterior podría abocarlo, incluso, a no pronunciarse sobre algunos de ellos porque no los valoró como tales; o bien porque no los ubicó en el expediente, lo cual menoscaba tanto el derecho de defensa, cuanto al debido proceso.”(Voto No. 21-97 de la Sala Primera  (Sala I: 21-97.) 

Con respecto al argumento de que un mayor nivel de precisión de los hechos sería violatorio del debido proceso, esta División considera que no es de recibo, por cuanto los hechos y los cargos intimados, aún cuando sean expuestos en forma asertiva, se entiende que están sujetos a las resultas del procedimiento, en el cual se determinará si en realidad existieron o no y si generan responsabilidad al servidor investigado. El afirmar que en lugar de simples hechos probables se hubiera caído en la afirmación precisa de la existencia de cada uno de ellos, no es motivo suficiente para justificar la falta de precisión y claridad de la intimación, ya que por el contrario, entre más claros sean, aún cuando se redacten en forma asertiva, se garantizará mejor el derecho de defensa del intimado, sin que con ello se esté adelantando criterio, en el tanto se entiende que ésta es una hipótesis que se comprobará o rechazará hasta el acto final del procedimiento administrativo. En ese sentido, la Sala Constitucional ha dicho: 

“... Por ello, independientemente de que de la citada relación de hechos se hubiese redactado de forma asertiva en cuanto a la existencia de los hechos, que es en el fondo lo que acusa el recurrente, esta no constituye más que una parte de la correspondiente imputación de cargos. Y el objeto del procedimiento que recién se ha iniciado es justamente determinar –previa evacuación de las pruebas y alegatos de las partes, incluidas las pruebas y alegatos del amparado- si tales hechos efectivamente existieron, así como establecer las correspondientes consecuencias jurídicas....”. (Ver Voto No. 02200-2004 de las 13:00 horas del 27 de febrero de 2004) 
Como se puede observar, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional faculta a la Administración a intimar en forma asertiva los hechos y cargos al investigado, en el tanto se entienda que éstos son una mera hipótesis que se confirmará o desestimará en el procedimiento administrativo y que la redacción en esos términos se justifique en la necesidad de que el servidor investigado tenga una mayor comprensión de los alcances del objeto del procedimiento abierto en su contra. 

POR TANTO

Con fundamento en las razones de hecho y de derecho antes expuestas, SE RESUELVE: Declarar sin lugar el recurso de revocatoria interpuesto por FONECAFE contra el oficio de la Contraloría General de la República No. 01874 (DAGJ-0193-2007) de 23 de febrero de 2007. Remítase el expediente administrativo a la Contralora General de la República para que conozca el recurso de apelación.

NOTIFÍQUESE

Lic. Manuel Martínez Sequeira

Gerente de División
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